
 

 
 

FACULTAD DE DERECHO 

 

 

 

 

 

 

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO N° 5026-2014-PRODUCE//DGS 

 

 

 

PRESENTADO POR 

YAZMIN DIANA BEJARANO SALAS 
 
 
 
 
 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADA 

LIMA – PERÚ 

2020



 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

 
CC BY-NC-SA 

Reconocimiento – No comercial – Compartir igual 
El autor permite transformar (traducir, adaptar o compilar) a partir de esta obra con fines no comerciales, 
siempre y cuando se reconozca la autoría y las nuevas creaciones estén bajo una licencia con los mismos 

términos. 
http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/ 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/


1 

 

  
  

IINNFFOORRMMEE  JJUURRÍÍDDIICCOO  PPAARRAA  LLAA  OOBBTTEENNCCIIÓÓNN  DDEELL                            

TTÍÍTTUULLOO  PPRROOFFEESSIIOONNAALL  DDEE  AABBOOGGAADDAA  

  

MMAATTEERRIIAA::  

PPRROOCCEEDDIIMMIIEENNTTOO  AADDMMIINNIISSTTRRAATTIIVVOO  SSAANNCCIIOONNAADDOORR  

EENN  EELL  DDEERREECCHHOO  PPEESSQQUUEERROO  

  

EENNTTIIDDAADD  PPÚÚBBLLIICCAA::  

MMIINNIISSTTEERRIIOO  DDEE  LLAA  PPRROODDUUCCCCIIÓÓNN  

  

NNÚÚMMEERROO  DDEELL  EEXXPPEEDDIIEENNTTEE::  

EEXXPP..  NN°°  55002266--22001144--PPRROODDUUCCEE//DDGGSS  

  

AADDMMIINNIISSTTRRAADDOO  SSAANNCCIIOONNAADDOO::  

SSUUSSTTAAIINNAABBLLEE  FFIISSHHIINNGG  RREESSOOUURRCCEESS  SS..AA..CC..  

 

BACHILLER: 

YAZMIN DIANA BEJARANO SALAS 

 

CÓDIGO: 

2005108809 

  

LLIIMMAA--PPEERRÚÚ  

  

22002200  



2 

 

I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE SANCIONES DEL MINISTERIO DE LA PRODUCCIÓN 

 

Previa fiscalización (inspecciones y elaboración de informes), la Dirección 

General de Sanciones del Ministerio de la Producción expuso en el 

procedimiento sancionador los siguientes hechos principales: 

 

a) La empresa SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. (en adelante la 

administrada) es propietaria de las siguientes embarcaciones pesqueras 

(E/P): 

 

- DAMANZAIHAO de matrícula CO-50247-PM. 

- LIAFJORD de matrícula CO-38046-PM. 

- ENTERPRISE de matrícula CO-37808-PM. 

- PACIFIC CHAMPION de matrícula CO-33547-PM. 

- PACIFIC VOYAGER de matrícula CO-41331-PM. 

- PACIFIC HUNTER de matrícula CO-30903-PM. 

 

b) En la Resolución Directoral N° 271-2015-PRODUCE/DGS, de fecha 03 de 

febrero de 2015 (a fojas 198 a 203), la Dirección General de Sanciones 

consideró el hecho de que las embarcaciones LIAFJORD, ENTERPRISE, 

PACIFIC CHAMPION, PACIFIC VOYAGER y PACIFIC HUNTER, de 

propiedad de la administrada, realizaron el trasbordo del recurso 

hidrobiológico pota a la E/P DAMANZAIHAO, a partir del 23 de junio hasta 

el 08 de julio de 2014, sin contar esta última con la autorización otorgada 

por el Ministerio de la Producción ni encontrarse registrada en la OROP-PS 

(Organización Regional de Ordenación Pesquera del Pacífico Sur). 

 

c) Posteriormente las E/P LIAFJORD, ENTERPRISE, PACIFIC CHAMPION, 

PACIFIC VOYAGER y PACIFIC HUNTER continuaron trasbordando el 
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recurso pota a la embarcación pesquera DAMANZAIHAO de la empresa 

administrada entre los días 09 hasta el 20 de julio de 2014. 

 
d) Si bien la E/P DAMANZAIHAO obtuvo el 09 de julio de 2014 el 

abanderamiento peruano, todavía no se encontraba registrada en la OROP-

PS y recién adquirió la autorización para realizar actividades pesqueras el 

13 de agosto de 2014. 

 
e) La empresa SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. trasbordó, de 

otras naves, el recurso pota a su embarcación DAMANZAIHAO sin la previa 

autorización en aguas internacionales. 

 
f) La citada E/P DAMANZAIHAO es una nave encargada de las labores de 

apoyo logístico a otras embarcaciones, del proceso de congelado de 

recursos hidrobiológicos y otras actividades pesqueras. 

 
g) A la administrada también se le imputa el hecho de extraer recursos no 

autorizados (pota) en su permiso de pesca a través de las E/P LIAFJORD, 

ENTERPRISE, PACIFIC CHAMPION, PACIFIC VOYAGER y PACIFIC 

HUNTER. 

 
h) Según información del portal web de PRODUCE tales embarcaciones sólo 

estaban autorizadas a realizar actividades extractivas de los recursos 

transzonales jurel y caballa en alta mar. 

 
i) En ese sentido SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. extrajo 

toneladas del recurso pota no hallándose autorizada. 

 

1.2. HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LA EMPRESA 

ADMINISTRADA 

 

De los escritos de a fojas 206 a 207, 258, 289, 390 a 410, 465 a 491, 497 a 

504, 509 a 510, 703 a 741, 753, y del informe oral del 02 de diciembre de 2016, 

la empresa SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. alegó como 

principales hechos: 
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a) El Perú participaba en calidad de parte cooperante no contratante en la 

OROP-PS que contempla el trasbordo dentro de las actividades de pesca 

en alta mar, pero se le sanciona a la empresa por el inciso 9 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca invocándose 

analógicamente el artículo 71° del Título V del acotado texto normativo, 

referido a las embarcaciones de bandera extranjera, el cual no le es 

aplicable al tener las E/P de su propiedad bandera nacional. 

 

b) No se ha considerado la mencionada regulación fue creada para las 

actividades pesqueras realizadas dentro del territorio nacional, esto es, en 

las doscientas millas marítimas. 

 
c) La embarcación DAMANZAIHAO realizó actividades de transbordo fuera del 

territorio nacional, siendo permitido en la zona de alta mar, violando la 

autoridad administrativa el principio de tipicidad. 

 
d) La autorización de la OROP-PS de realizar actividades logísticas a 

DAMANZAIHAO no contempló la obligatoriedad de informar 

anticipadamente el transbordo ni la necesidad de que éste se lleve a cabo 

en bahía o puerto. 

 
e) La única obligación del armador es la de informar a la OROP-PS de forma 

mensual mediante los formatos establecidos el detalle de sus actividades. 

 
f) Vino cumpliendo la empresa imputada en la presentación de los reportes de 

transbordos. 

 
g) De esta manera las actividades realizadas por la E/P DAMANZAIHAO se 

produjeron fuera del territorio nacional y dentro del marco del área de la 

OROP-PS. 

 
h) Asimismo, la actividad de procesamiento de recursos hidrobiológicos a 

bordo de la embarcación DAMANZAIHAO se realizó fuera del territorio 

nacional y dentro del marco del área de la OROP-PS regulada por sus 

normas internacionales y, en el caso peruano, el Decreto Supremo N° 022-

2009-PRODUCE. 
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i) El 23 de mayo de 2014 la administrada solicitó la adición e inclusión en el 

registro especial de poder desarrollar actividades extractivas de los recursos 

transzonales de calamar gigante o pota y vinciguerria. 

 
j) La normatividad nacional, en razón a las prerrogativas otorgadas por la 

OROP-PS, sólo contemplaba el registro especial de realización de 

actividades de extracción comercial de los recursos transzonales de jurel y 

caballa.  

 
k) No existía registro alguno de embarcaciones realizadoras de la extracción 

de los recursos transzonales de calamar gigante o pota y vinciguerria en 

alta mar. 

 
l) La Dirección General de Extracción y Producción Pesquera para Consumo 

Humano Directo, mediante oficios, reiteró no existían restricciones en las 

actividades extractivas respecto a los citados recursos en alta mar. 

 
m) La pretensión de sancionar a la administrada por infracción al inciso 2 del 

artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca es un acto 

vulnerador al principio de tipicidad. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

 

a) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 1 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE? 

 

b) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 2 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE? 

 
c) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 9 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE? 

 
d) ¿Las sanciones impuestas a la administrada se determinaron 

correctamente? 

 
e) ¿En el presente caso se vulneró el debido procedimiento administrativo 

seguido a la administrada? 

 

2.2. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE 

 

a) En cuanto a si la empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 1 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE, la acotada norma jurídica prevé como 

infracción administrativa:  

 

Realizar actividades pesqueras o acuícolas sin la 

concesión, autorización, permiso o licencia 

correspondiente o si éstos se encuentran 



7 

 

suspendidos, o sin la suscripción del convenio 

correspondiente, o encontrándose éste suspendido, 

o sin la suscripción del contrato de supervisión 

respectivo, o sin tener asignado un Límite Máximo 

de Captura por Embarcación (LMCE). 

 

Según la imputación hecha a la administrada sus embarcaciones 

LIAFJORD, ENTERPRISE, PACIFIC CHAMPION, PACIFIC VOYAGER y 

PACIFIC HUNTER realizaron el trasbordo de recurso hidrobiológico pota a 

la E/P DAMANZAIHAO, a partir del 23 de junio hasta el 08 de julio de 2014, 

sin contar esta última con la autorización otorgada por el Ministerio de la 

Producción ni encontrarse registrada en la OROP-PS. 

 

Las E/P LIAFJORD, ENTERPRISE, PACIFIC CHAMPION, PACIFIC 

VOYAGER y PACIFIC HUNTER continuaron trasbordando el recurso pota a 

la embarcación pesquera DAMANZAIHAO de la empresa administrada, 

entre los días 09 hasta el 20 de julio de 2014. 

 

Si bien la E/P DAMANZAIHAO obtuvo el 09 de julio de 2014 el 

abanderamiento peruano, todavía no se encontraba registrada en la OROP-

PS, y recién adquirió la autorización para realizar actividades pesqueras el 

13 de agosto de 2014. 

 

Por su parte, la empresa imputada alegó la embarcación DAMANZAIHAO 

realizó actividades de transbordo fuera del territorio nacional, siendo 

permitido en la zona de alta mar, violando la autoridad peruana el principio 

de tipicidad el cual forma parte del procedimiento sancionador. 

 

La única obligación del armador es la de informar a la OROP-PS de forma 

mensual mediante los formatos establecidos el detalle de sus actividades, 

cumpliendo la administrada en hacerlo. 

 



8 

 

Alegó que las actividades realizadas por la E/P DAMANZAIHAO se 

produjeron fuera del territorio nacional y dentro del marco del área de la 

OROP-PS. 

 

Mediante Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS la Dirección 

General de Sanciones del Ministerio de la Producción, en primera instancia 

administrativa, sancionó a SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. 

por cometer la infracción del inciso 1 del artículo 134° del Reglamento de la 

Ley General de Pesca imponiéndole la multa de 1,029.1 UIT y el decomiso 

de los recursos hidrobiológicos. 

 

En segunda instancia el Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio 

de la Producción confirmó la sanción impuesta a la administrada por la 

infracción del inciso 1 del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de 

Pesca. 

 

b) Respecto a si el accionar de la empresa administrada se tipificaba en la 

infracción del inciso 2 del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de 

Pesca, aprobado por Decreto Supremo N° 012-2001-PE, esta norma 

establece la siguiente infracción:  

 

Realizar actividades extractivas de recursos 

hidrobiológicos plenamente explotados o declarados 

en recuperación, inexplotados o subexplotados, no 

autorizados o hacerlo en zonas diferentes a las 

señaladas en el permiso de pesca o en áreas 

reservadas o prohibidas. 

 

Según los hechos imputados la empresa SUSTEINABLE FISHING 

RESOURCES S.A.C. extrajo recursos no autorizados (toneladas de pota) 

en su permiso de pesca a través de las E/P LIAFJORD, ENTERPRISE, 

PACIFIC CHAMPION, PACIFIC VOYAGER y PACIFIC HUNTER, pues tales 

naves sólo estaban autorizadas a realizar actividades extractivas de los 

recursos transzonales jurel y caballa en alta mar. 
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En su defensa la empresa administrada dijo el 23 de mayo de 2014 solicitó 

la adición e inclusión en el registro especial de poder desarrollar actividades 

extractivas de los recursos transzonales de calamar gigante o pota y 

vinciguerria. 

 

La normatividad nacional sólo contemplaba el registro especial de 

realización de actividades de extracción comercial de los recursos 

transzonales de jurel y caballa, no existiendo algún registro de 

embarcaciones realizadoras de la extracción de los recursos transzonales 

de calamar gigante o pota y vinciguerria en alta mar. 

 

A través de la Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS la 

Dirección General de Sanciones del Ministerio de la Producción sancionó a 

la administrada por haber realizado la infracción del inciso 2 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca y se le impuso la multa de 

372.81 UIT. 

 

El Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio de la Producción 

confirmó la sanción impuesta a la empresa administrada por cometer la 

infracción del inciso 2 del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de 

Pesca. 

 

c) En relación a si la empresa administrada incurrió en el inciso 9 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE, la infracción administrativa consiste en: 

 

Transbordar el producto de la pesca o disponer de 

él sin previa autorización antes de llegar a puerto.  

 

Según SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. la autorización de la 

OROP-PS de realizar actividades logísticas a DAMANZAIHAO no 

contempló la obligatoriedad de informar anticipadamente el transbordo ni la 

necesidad de que éste se lleve a cabo en bahía o puerto. 



10 

 

La imputada sostuvo que la Dirección General de Extracción y Producción 

Pesquera para Consumo Humano Directo, mediante oficios, le reiteró no 

existían restricciones en las actividades extractivas respecto al calamar 

gigante o pota en alta mar. 

 

Por cometer la administrada la infracción del inciso 9 del artículo 134° del 

Reglamento de la Ley General de Pesca, la Dirección General de 

Sanciones del Ministerio de la Producción le impuso 4,194.50 UIT a manera 

de multa. 

 

En cambio el Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio de la 

Producción dispuso el archivo del procedimiento administrativo respecto a la 

mencionada infracción. 

 

d) Si se determinaron correctamente las sanciones impuestas a la 

administrada, analizando la Resolución Directoral N° 1310-2016-

PRODUCE/DGS, de fecha 06 de abril de 2016, la Dirección General de 

Sanciones del Ministerio de la Producción le impuso a SUSTEINABLE 

FISHING RESOURCES S.A.C.: 

 

- Por cometer la infracción del inciso 9 del artículo 134° del Reglamento 

de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto Supremo N° 012-

2001-PE, a la empresa administrada la sancionaron con multa 

ascendente a 4,194.50 UIT. 

 

- Por incurrir en la infracción del inciso 1 del artículo 134° del Reglamento 

de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto Supremo N° 012-

2001-PE, a SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. le 

impusieron la sanción de multa de 1,029.1 UIT y el decomiso de los 

recursos hidrobiológicos. 

 
- A la empresa administrada por cometer la infracción del inciso 2 del 

artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por 
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Decreto Supremo N° 012-2001-PE, se le sancionó con multa de 372.81 

UIT.  

 

Ahora bien, en segunda instancia, el Consejo de Apelación de Sanciones 

del Ministerio de la Producción resolvió en lo referente a las sanciones: 

 

- Declaró fundado en parte el recurso de apelación interpuesto por la 

administrada respecto a la comisión de la infracción prevista en el inciso 

9 del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, 

aprobado por Decreto Supremo N° 012-2001-PE, declarando la nulidad 

parcial de la Resolución Directoral impugnada y disponiéndose el 

archivo del procedimiento administrativo sancionador en ese extremo. 

 

- Declaró subsistentes las sanciones impuestas en razón a las 

infracciones tipificadas en los incisos 1 y 2 del artículo 134° del 

Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE, confirmándose ese extremo y quedando 

agotada la vía administrativa. 

 

Del análisis se aprecia existen posiciones contradictorias en las instancias 

administrativas en lo relacionado a la infracción del inciso 9 del artículo 134° 

del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por Decreto 

Supremo N° 012-2001-PE. 

 

La Dirección General de Sanciones resolvió que sí se cometió en tanto el 

Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio de la Producción decidió 

archivarla y, por ende, dejó sin efecto la multa impuesta a la administrada. 

 

e) En el desarrollo del procedimiento sancionador mediante Resolución N° 

606-2015-PRODUCE/CONAS, del 13 de octubre de 2015 (de a fojas 630 a 

635), el Consejo de Apelación de Sanciones declaró la nulidad de oficio de: 

 

- La Resolución N° 325-2015-PRODUCE/CONAS de fecha 17 de julio de 

2015, y  
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- La Resolución Directoral N° 271-2015-PRODUCE/DGS del 03 de febrero 

de 2015. 

 

En la Resolución N° 606-2015-PRODUCE/CONAS se ordenó retrotraer el 

procedimiento al momento anterior en que el vicio se produjo y remitir el 

expediente a la Dirección General de Sanciones, considerando no haberse 

efectuado un análisis suficiente en relación a la validez de los medios 

probatorios sobre la base de los cuales se emitió la Resolución Directoral N° 

271-2015-PRODUCE/DGS, prescindiendo ésta de los requisitos de validez 

del acto administrativo relacionados al contenido y la motivación del acto,  

incurriéndose en causal de nulidad. 

 

El acto administrativo debe emitirse respetándose las garantías, los 

principios y derechos del debido procedimiento administrativo, caso 

contrario deviene en nulidad el acto y todo el trámite procedimental hasta 

donde se encuentre el vicio.  

 

Analizando el caso el vicio se encontraba en la Resolución Directoral N° 

271-2015-PRODUCE/DGS al haber contravenido el contenido y validez del 

acto administrativo, no habiendo la Dirección General de Sanciones 

realizado una debida valoración de los medios probatorios aportados en el 

procedimiento. 

 

Esto llevó a tener que expedirse nueva resolución de primera instancia 

(Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS del 06 de abril de 

2016). 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

Mediante Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS, del 06 de abril 

de 2016, la entonces Dirección General de Sanciones del Ministerio de la 

Producción consideró que la empresa SUSTEINABLE FISHING RESOURCES 

S.A.C. cometió las siguientes infracciones:  

 

a) Transbordar el producto de la pesca o disponer de él sin previa autorización 

antes de llegar a puerto, del día 23 de junio al 20 de julio de 2014. Infracción 

tipificada en el inciso 9 del artículo 134° del Reglamento de la Ley General 

de Pesca aprobado por Decreto Supremo N° 012-2001-PE, y modificado 

por Decreto Supremo N° 015-2007-PRODUCE, imponiéndole la autoridad 

administrativa a la empresa pesquera la multa de 4,194.58 UIT. 

 

b) Realizar actividades pesqueras sin la autorización correspondiente, entre el 

09 de julio hasta el 13 de agosto de 2014. Infracción tipificada en el inciso 1 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca aprobado por 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE, y modificado por Decreto Supremo N° 

008-2013-PRODUCE, imponiéndole la autoridad administrativa a la 

empresa pesquera la multa de 1,029.1 UIT y el decomiso de los recursos 

hidrobiológicos. 

 
c) Por realizar la extracción de recursos no autorizados en su permiso de 

pesca en los días 10, 22 al 26 y 28 al 30 de junio; 01, 02, 07 al 10, 18 y 19 

de julio de 2014, respectivamente. Infracción tipificada en el inciso 2 del 

artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca aprobado por 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE, y modificado por Decreto Supremo N° 

015-2007-PRODUCE, imponiéndole la autoridad administrativa a la 

empresa pesquera la multa de 372.81 UIT. 

 

El Ministerio de la Producción forma parte de los sectores ministeriales del 

Poder Ejecutivo. Al respecto, el autor peruano Rubio, M. (2007) señala: 
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El Poder Ejecutivo es el encargado de cumplir y 

hacer cumplir las sentencias y resoluciones de los 

tribunales y juzgados. Pro diversas normas, está 

habilitado también para resolver conflictos en la 

llamada vía administrativa (p. 49). 

 

El Poder Ejecutivo a través de sus ministerios, conformantes de la 

Administración Pública, hace valer su potestad sancionadora frente a los 

administrados que cometen infracciones administrativas. Guzmán, C. (2016) 

precisa: 

 

Por la potestad sancionadora, la Administración se 

encuentra facultada para sancionar a los 

administrados por la comisión de infracciones 

establecidas por el ordenamiento jurídico (p. 29). 

 

Para que se le sancione a un administrado éste debe haber realizado alguna 

infracción tipificada como tal en las normas jurídicas administrativas, 

siguiéndosele previamente el debido procedimiento legal. 

 

Como problemas jurídicos identificados en el análisis del caso en particular, 

tenemos: 

 

a) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 9 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca? 

 

b) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 1 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca? 

 
c) ¿La empresa administrada incurrió en la infracción del inciso 2 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca? 
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Según la Dirección General de Sanciones del Ministerio de la Producción, la 

empresa pesquera, SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C., sí incurrió 

en las infracciones antes mencionadas. 

 

Analizando el acto administrativo, contenido en la Resolución Directoral N° 

1310-2016-PRODUCE/DGS, se consideró esencialmente lo siguiente 

 

a) Respecto a transbordar el producto de la pesca o disponer de él sin previa 

autorización antes de llegar a puerto, del día 23 de junio al 20 de julio de 

2014, se fundamentó en el Informe N° 013-2014-PRODUCE/DTS, emitido 

por la Dirección General de Supervisión y Fiscalización. Acerca de la 

potestad de fiscalización, el jurista español García, A. (2006) menciona: 

 

Esta actividad incluye la recopilación de datos, la 

vigilancia, la investigación y, en especial, la 

verificación del desarrollo ordenado de la actividad 

de la que el particular sea titular (p. 29). 

 

En el Informe N° 013-2014-PRODUCE/DTS se describen los hechos 

imputados a la administrada como consecuencia de la previa fiscalización 

o inspección administrativa. 

 

La Resolución Directoral hace mención también de los siguientes 

documentos a efectos de fundamentar su decisión: 

 

- Certificado de matrícula de naves y artefactos navales, mediante el 

cual la Dirección General de Capitanías y Guardacostas del Puerto 

del Callao del Ministerio de Defensa otorgó la nacionalidad peruana a 

la embarcación DAMANZAIHAO el 13 de agosto de 2014. 

 

- Oficio N° 2126-2014-PRODUCE/DGCHD, de fecha 13 de agosto de 

2014, a través de este documento la Dirección General de Extracción 

y Producción Pesquera para Consumo Humano Directo (DGCHD) 
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hizo de conocimiento a la OROP-PS la solicitud de la administrada de 

realizar actividades pesqueras en el área de la Convención. 

 
- Informe N° 881-2015-PRODUCE/DGCHD del 05 de mayo de 2015. En 

este documento no se afirma que las embarcaciones nacionales 

pueden realizar transbordos sin la debida autorización. 

 
- Memorando N° 5656-2015-PRODUCE/DGCHS, de fecha 14 de 

diciembre de 2015, por el cual la DGCHD refiere que no existe 

procedimiento para autorizar transbordos a embarcaciones de 

bandera nacional, pero de presentarse la solicitud la Dirección hará la 

respectiva evaluación de conformidad al artículo 106° de la Ley N° 

27444. 

 
- Memorando N° 36-2016-PRODUCE/DGCHS, del 06 de enero de 

2016, por el cual la DGCHD puso de conocimiento a la Dirección 

General de Sanciones que no existía solicitud alguna de transbordo 

presentado por la empresa imputada. 

 
En base a esos documentos la Dirección General de Sanciones concluyó 

que la administrada realizó la infracción mencionándose, además, que en 

el TUPA del Ministerio de la Producción sólo se regulaba el 

procedimiento de autorización para realizar transbordo en el supuesto de 

embarcaciones extranjeras, y en el caso de las naves peruanas éstas 

debían peticionarlo conforme al artículo 106° de la Ley N° 27444. 

 

b) Respecto a la infracción de procesar el recurso pota sin la autorización 

correspondiente, la Dirección General de Sanciones invocó otra vez el 

Informe N° 013-2014-PRODUCE/DTS y los siguientes documentos: 

 

- Informe N° 1837-2014-PRODUCE/DGCHD, estableciéndose que el 

capitán de la DAMANZAIHAO declaró que realizaron el 

procesamiento a bordo de los recursos jurel y pota, lo cual fue 

corroborado mediante las inspecciones respectivas. 
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- Oficio N° 2916-2014-PRODUCE/DGCHD, del 04 de noviembre de 

2014, por el cual la DGCHD informó a la Dirección General del 

Servicio Nacional de Sanidad Pesquera del Instituto Tecnológico de la 

Producción que la citada embarcación al contar con autorización para 

enarbolar la bandera nacional en el área de la Convención podía 

efectuar actividades de procesamiento fuera de aguas peruanas. 

 

La Dirección General de Sanciones concluyó que la administrada no 

podía realizar actividades de procesamiento desde el 09 de julio hasta el 

12 de agosto de 2014, pues recién obtuvo la autorización el 13 de agosto 

de 2014 según informe de la DGCHD. En consecuencia cometió la 

infracción. 

 

c) Respecto a la infracción de extraer recursos no autorizados, la Dirección 

General de Sanciones siguió invocando el Informe N° 013-2014-

PRODUCE/DTS sumando: 

 

- Oficio N° DEC-100-171-2014-PRODUCE/IMP, se señala que las 

embarcaciones de la administrada realizaron la captura del recurso 

pota en la zona de la Convención. 

 

- Oficio N° DEC-100-262-2014-PRODUCE/IMP, se señala que las 

embarcaciones de la administrada realizaron la captura del recurso 

pota en la zona de la Convención. 

 

- Portal web de PRODUCE, en su información las embarcaciones 

pesqueras de la empresa sólo estaban autorizadas a realizar 

actividades extractivas de jurel y caballa en la zona de alta mar. 

 
- Oficios N° 2809-2014-PRODUCE/DGCHD (23 de octubre de 2014) y 

N° 2879-2014-PRODUCE/DGCHD (30 de octubre de 2014), la 

DGCHD dio respuesta a la administrada para desarrollar actividades 

extractivas de calamar gigante y vinciguerria en la zona de alta mar. 
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La Dirección General de Sanciones resolvió que en los días que se le 

imputó la conducta la empresa no tenía la respectiva autorización, por 

ende, se encontraba acreditada la infracción. 

 

Ahora bien, el Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio de la 

Producción en su Resolución N° 764-2016-PRODUCE/CONAS declaró 

fundado en parte el recurso de apelación interpuesto por la empresa 

administrada respecto a la comisión de la infracción prevista en el inciso 9 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE, declarando la nulidad parcial de la 

Resolución Directoral impugnada y disponiéndose el archivo del 

procedimiento administrativo sancionador en ese extremo. 

 

Mi posición es estar de acuerdo con la resolución de segunda instancia que 

declaró la nulidad parcial de la Resolución Directoral N° 1310-2016-

PRODUCE/DGS en el extremo de la infracción prevista en el inciso 9 del 

artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca y la sanción 

impuesta, toda vez que: 

 

- En aquel entonces el TUPA del Ministerio de la Producción no regulaba 

un procedimiento para el otorgamiento de autorización de los 

transbordos en las embarcaciones de bandera peruana. 

 

- Al no existir el procedimiento no podría tipificarse la conducta de la 

administrada de infractora. 

 
- En caso las naves nacionales hubieran ejecutado la actividad de 

transbordo no podrían estar sujetas a sanción administrativa alguna. 

 
- La nulidad parcial del acto administrativo no alcanza a sus otros 

extremos según lo establecía el numeral 13.2 del artículo 13° de la Ley 

N° 27444. 

 
- La resolución directoral apelada incurrió en los incisos 1 y 2 del artículo 

10° de la Ley del Procedimiento Administrativo General en lo relativo a 
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que es nulo el acto administrativo cuando contraviene la Constitución, a 

las leyes o a las normas reglamentarias, y por defecto u omisión en sus 

requisitos de validez. 

 

La Resolución N° 764-2016-PRODUCE/CONAS declaró subsistentes las 

sanciones impuestas en razón a las infracciones tipificadas en los incisos 1 y 2 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca, aprobado por 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE, confirmándose ese extremo. Estoy de 

acuerdo con esa parte de la resolución: 

 

- El Decreto Supremo N° 022-2009-PRODUCE estableció medidas de 

ordenamiento para la extracción industrial a mayor escala de recursos 

hidrobiológicos transzonales (jurel y caballa) en alta mar. 

 

- El acotado Decreto Supremo no podía ser interpretado de manera 

aislada sino en conjunto a la Ley General de Pesca y su Reglamento. 

 
- Cuando ocurrieron los hechos las disposiciones nacionales debían estar 

de acuerdo a la Convención para la Conservación y Ordenamiento de 

los Recursos Pesqueros de Alta Mar del Océano Pacífico Sur (el Perú 

en aquel entonces era miembro cooperante y no contratante de la 

OROP-PS). 

 
- El Decreto Supremo N° 022-2009-PRODUCE establecía (cláusula 

quinta) la obligación de los armadores de acatar sus normas; teniendo 

como finalidad el acotado Decreto adecuar el marco normativo peruano 

al sistema de la OROP-PS. El Estado Peruano se convirtió en parte en 

diciembre de 2015 (Resolución Legislativa N° 30386). 

 
- Ergo se debía aplicar entonces las normas jurídicas peruanas en alta 

mar a las embarcaciones nacionales. De manera que la administrada 

siendo persona jurídica incurrió en las infracciones materia de 

sanciones. 
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Acerca de las imputaciones hechas a personas jurídicas, Gómez, M. y Sanz, 

Í. (2013) anotan: 

 

En el ámbito del derecho penal en sentido estricto, 

ha sido frecuente la afirmación de que las personas 

jurídicas carecen bien de capacidad de acción, bien 

de capacidad de culpabilidad. Partiendo de estos 

últimos presupuestos, diversas construcciones han 

optado por estimar, sin embargo, tanto la posibilidad 

de imponerles medidas de seguridad, como 

alternativamente, sanciones administrativas (pp. 

289-290). 

 

En el ámbito penal la persona jurídica no comete delito, pero en el Derecho 

Administrativo se le puede imponer sanciones como administrado infractor, y 

esto sucedió en el caso objeto del presente informe jurídico.  

 

Como problema jurídico identificado tenemos: ¿Las sanciones impuestas a 

la administrada se determinaron correctamente? Morón, J. (2010) dice: 

 

Las sanciones a ser aplicadas deben ser 

proporcionales al incumplimiento calificado como 

infracción, debiendo observarse un conjunto de 

criterios para efectos de su graduación, como son la 

gravedad del daño al interés público y/o continuidad 

en la comisión de la infracción, las circunstancias de 

la infracción, el beneficio ilegalmente obtenido y la 

existencia o no de la intencionalidad por parte del 

agente de la infracción (pp. 11-12). 

 

Recordemos que por incurrir en la infracción del inciso 1 del artículo 134° del 

Reglamento de la Ley General de Pesca, la Dirección General de Sanciones le 

impuso a SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. la multa de 1,029.1 

UIT y el decomiso de los recursos hidrobiológicos. Y, a la empresa 
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administrada, por cometer la infracción del inciso 2 del artículo 134° del 

Reglamento de la Ley General de Pesca se le sancionó administrativamente 

con multa de 372.81 UIT. Estas sanciones fueron confirmadas en segunda 

instancia. 

 

En cuanto a la multa de 1,029.1 UIT, por el principio de legalidad, se aplicó la 

sanción prevista en el Sub Código 1.1 del Código 1 del Cuadro de Sanciones 

del artículo 47° del T.U.O. del Reglamento de Inspecciones y Sanciones 

Pesqueras y Acuícolas (Decreto Supremo N° 019-2011-PRODUCE), 

observándose la fórmula: 10 x (cantidad del recurso en tonelada x factor de 

recurso) en UIT. Así que se aplicó correctamente la norma jurídica en la cual, 

además, estaba prevista la sanción de decomiso de los recursos 

hidrobiológicos materia de denuncia. 

 

Si bien se cumplió con imponer la sanción de decomiso, en la misma 

Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS (folios 723 vuelta la 

página) se hizo la salvedad: “El artículo 10° del T.U.O. del Reglamento de 

Inspecciones y Sanciones Pesqueras y Acuícolas establece que el decomiso 

de los recursos hidrobiológicos como medida precautoria debe llevarse de 

forma inmediata al momento de la intervención, por lo que en el presente caso 

no se podría aplicar en tanto se trata de una infracción que no ha sido objeto de 

intervención in situ, motivo por el cual deviene en inaplicable”. 

 

La multa de 372.81 UIT se aplicó observándose el Sub Código 2.2 del Código 2 

del Cuadro de Sanciones del artículo 47° del T.U.O. del Reglamento de 

Inspecciones y Sanciones Pesqueras y Acuícolas (Decreto Supremo N° 019-

2011-PRODUCE), aplicándose la fórmula de cantidad del recurso en tonelada x 

factor del recurso, en UIT. Se citó el inciso 3) del artículo 230° de la Ley N° 

27444 que prevé los criterios de graduación de la sanción. A mi parecer se 

aplicó correctamente la multa. 

 

Por último, cabe preguntarnos, ¿en el presente caso se vulneró el debido 

procedimiento administrativo seguido a la administrada? 
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En un primer momento sí hubo vulneración al debido procedimiento lo cual 

llevó a que por medio de la Resolución N° 606-2015-PRODUCE/CONAS, del 

13 de octubre de 2015, el Consejo de Apelación de Sanciones declaró la 

nulidad de oficio de la Resolución N° 325-2015-PRODUCE/CONAS, de fecha 

17 de julio de 2015, y la Resolución Directoral N° 271-2015-PRODUCE/DGS 

del 03 de febrero de 2015. 

 

A través de la Resolución N° 606-2015-PRODUCE/CONAS se ordenó 

retrotraer el procedimiento sancionador al momento anterior en que el vicio se 

produjo y remitir el expediente a la Dirección General de Sanciones, 

considerando no haberse efectuado un análisis suficiente en relación a la 

validez de los medios de prueba sobre la base de los cuales se emitió la 

Resolución Directoral N° 271-2015-PRODUCE/DGS, prescindiendo ésta de los 

requisitos de validez del acto administrativo relacionados al contenido y la 

motivación del acto. 

 

Analizando el caso el vicio se encontraba en la Resolución Directoral N° 271-

2015-PRODUCE/DGS al haber contravenido el contenido y validez del acto 

administrativo, no habiendo la Dirección General de Sanciones realizado una 

debida valoración de los medios probatorios aportados en el procedimiento. 

Esto llevó a tener que expedirse la nueva Resolución Directoral N° 1310-2016-

PRODUCE/DGS del 06 de abril de 2016. 

 

De ahí, en mi opinión, la administrada gozó del ejercicio de sus derechos y 

garantías relacionados a su defensa y la pluralidad de instancias. Sin embargo, 

la Dirección General de Sanciones incurrió en vicio en su resolución al calificar 

la conducta de la empresa de transbordar el producto de la pesca o disponer 

de él sin previa autorización antes de llegar a puerto, del día 23 de junio al 20 

de julio de 2014, como infractora, afectándose el principio de tipicidad. Esta 

decisión fue declarada nula en segunda instancia por el Consejo de Apelación 

de Sanciones del Ministerio de la Producción. 
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IV. CONCLUSIONES 

 

1. El Estado goza de la potestad de sancionar a los administrados, sean 

personas naturales o jurídicas, cuando incurren en infracciones previstas en 

las normas jurídicas de competencia de la Administración Pública. 

 

2. El Poder Ejecutivo está integrado de ministerios, entre los cuales se 

encuentra el Ministerio de la Producción. 

 
3. Según la Ley General de Pesca, y su Reglamento, el Ministerio de la 

Producción tiene potestad sancionadora respecto a infracciones cometidas 

por los administrados en la realización de actividades pesqueras. 

 
4. La entonces Dirección General de Sanciones del Ministerio de la 

Producción era la encargada, en primera instancia, de establecer si un 

administrado había incurrido en infracciones cometidas en las actividades 

pesqueras, imponiéndole la respectiva sanción. 

 
5. El Consejo de Apelación de Sanciones del Ministerio de la Producción 

conoce en segunda instancia de las apelaciones formuladas contra las 

resoluciones directorales expedidas por la Dirección General de Sanciones. 

 
6. En el 2014 el Perú participaba en calidad de parte cooperante no 

contratante en la OROP-PS, y recién se convirtió en parte en diciembre de 

2015 según Resolución Legislativa N° 30386. 

 

7. La empresa SUSTEINABLE FISHING RESOURCES S.A.C. es propietaria 

de las embarcaciones DAMANZAIHAO, LIAFJORD, ENTERPRISE, 

PACIFIC CHAMPION, PACIFIC VOYAGER y PACIFIC HUNTER. 

 
8. En el 2014 el TUPA del Ministerio de la Producción no regulaba un 

procedimiento administrativo de otorgamiento de autorización de los 

transbordos en las embarcaciones de pabellón nacional. 
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9. Si alguna embarcación pesquera nacional hubiera ejecutado la actividad de 

transbordo no incurría en infracción al no encontrarse tipificada. 

 

10. La administrada no cometió la infracción prevista en el inciso 9 del artículo 

134° del Reglamento de la Ley General de Pesca. 

 
11. En la Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS la Dirección 

General de Sanciones incurrió en vicio en el acto administrativo al haber 

tipificado la conducta de la administrada como infractora respecto al inciso 9 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca. 

 
12. El Consejo de Apelación de Sanciones declaró la nulidad parcial del acto 

administrativo contenido en la Resolución Directoral N° 1310-2016-

PRODUCE/DGS, dejándose sin efecto la infracción prevista en el inciso 9 

del artículo 134° del Reglamento de la Ley General de Pesca. 

 
13. Tanto la Dirección General de Sanciones como el Consejo de Apelación de 

Sanciones del Ministerio de la Producción coincidieron que la administrada 

cometió las infracciones de los incisos 1 y 2 del artículo 134° del 

Reglamento de la Ley General de Pesca. 

 
14. El Decreto Supremo N° 022-2009-PRODUCE, que estableció medidas de 

ordenamiento para la extracción industrial a mayor escala de recursos 

hidrobiológicos transzonales (jurel y caballa) en alta mar, debía ser 

interpretado conjuntamente a la Ley General de Pesca y su Reglamento. 

 
15. Cuando ocurrieron los hechos imputados a la administrada las 

disposiciones nacionales debían estar de acuerdo a la Convención para la 

Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros de Alta Mar del 

Océano Pacífico Sur. 

 
16. El Decreto Supremo N° 022-2009-PRODUCE establecía en la cláusula 

quinta la obligación de los armadores de acatar sus normas. 

 
17. La finalidad del Decreto Supremo N° 022-2009-PRODUCE era adecuar el 

marco normativo peruano al sistema de la OROP-PS. 
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18. En el 2014 se debía aplicar las normas jurídicas peruanas en alta mar a las 

embarcaciones nacionales. 

 
19. La multa de 1,029.1 UIT y el decomiso de los recursos hidrobiológicos 

impuestos a la administrada se hizo observando el Sub Código 1.1 del 

Código 1 del Cuadro de Sanciones del artículo 47° del T.U.O. del 

Reglamento de Inspecciones y Sanciones Pesqueras y Acuícolas. 

 
20. La multa de 372.81 UIT a la administrada se aplicó observándose el Sub 

Código 2.2 del Código 2 del Cuadro de Sanciones del artículo 47° del 

T.U.O. del Reglamento de Inspecciones y Sanciones Pesqueras y 

Acuícolas. 

 
21. En la Resolución Directoral N° 271-2015-PRODUCE/DGS la Dirección 

General de Sanciones incurrió en vicio al expedir el acto administrativo al no 

haber valorado debidamente los medios probatorios. 

 
22. El Consejo de Apelación de Sanciones declaró la nulidad de oficio de la 

Resolución N° 325-2015-PRODUCE/CONAS y la Resolución Directoral N° 

271-2015-PRODUCE/DGS. 

 
23. La Dirección General de Sanciones emitió nuevo acto administrativo 

contenido en la Resolución Directoral N° 1310-2016-PRODUCE/DGS. 
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